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Sobre: 
 

Incumplimiento de 
contrato 
 

Panel integrado por su presidente, el Juez Rodríguez Casillas, la 
Jueza Soroeta Kodesh y la Juez Méndez Miró 

 
Soroeta Kodesh, Jueza Ponente 
 

SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 14 de diciembre de 2021. 

Mediante un recurso de apelación presentado el 7 de octubre 

de 2021, comparece la Sra. Noemí Maldonado (en adelante, la 

apelante).  Nos solicita que revoquemos una Sentencia dictada y 

notificada el 26 de agosto de 2021, por el Tribunal de Primera 

Instancia (en adelante, TPI), Sala de Aguadilla.  Por medio del 

dictamen recurrido, el TPI ordenó, por la vía sumaria, a la apelante 

desalojar un bien inmueble sito en el Municipio de Moca, Puerto 

Rico, y propiedad del Sr. Ernesto Acosta Matos y su esposa, la Sra. 

Carmen Rodríguez Negrón (en adelante, los apelados). 

Por los fundamentos que expresamos a continuación, se 

revoca la Sentencia apelada.  Cónsono con lo anterior, se devuelve 

el caso al foro primario para la continuación de los procedimientos 

de conformidad con lo aquí resuelto. 
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I. 

 Con fecha de 7 de junio de 2019, los apelados instaron una 

Demanda1 sobre incumplimiento de contrato en contra de la 

apelante.  De entrada, explicaron que son dueños de una propiedad 

inmueble sita en el Barrio Aceitunas del Municipio de Moca.  

Alegaron que el 26 de junio de 2017, suscribieron con la apelante 

un Contrato de Promesa Bilateral de Compraventa en el cual 

acordaron que la apelante compraría el inmueble por la suma de 

$150,000.00, de los cuales entregó $25,000.00.  Alegaron que la 

apelante incumplió el referido Contrato de Promesa Bilateral y se ha 

negado a desalojar la propiedad antes mencionada.  Al no poder 

vender la propiedad a terceros debido a esta situación, los apelados 

reclamaron daños ascendentes a $200,000.00. 

 Al cabo de varios trámites procesales, el 2 de octubre de 2019, 

la apelante presentó una Contestación a la Demanda.  Básicamente, 

negó las alegaciones en su contra y adoptó por referencia las 

defensas establecidas en la Regla 6.3 de Procedimiento Civil, 32 

LPRA Ap. XXII-B R. 6.3.  A su vez, sostuvo que, de acuerdo con el 

Contrato de Promesa Bilateral, los apelados debían tramitar toda la 

documentación legal requerida para que la compraventa pudiera 

llevarse a cabo y no lo hicieron.  Añadió que los apelados tampoco 

pagaron las contribuciones territoriales como se obligaron a hacerlo.  

En vista de lo anterior, afirmó que los recurridos no podían exigir el 

cumplimiento de sus obligaciones si no cumplían con las propias. 

 
1 Anteriormente, los apelados instaron un pleito de desahucio (A2CI201300370) 
en contra de la apelante, en el cual el foro primario dictó una Sentencia en la cual 

acogió una serie de estipulaciones en torno a la venta del inmueble en 

controversia.  Subsiguientemente, presentaron otro pleito de desahucio 

(A2CI201800548) en el cual el 15 de marzo de 2019, notificada el 19 de marzo de 

2019, el foro sentenciador dejó sin efecto una Sentencia previa y dictó otra 

Sentencia en la cual determinó que la acción procedente era un pleito por 

incumplimiento de contrato.  Asimismo, en la actualidad, el foro primario dilucida 
otro pleito sobre cobro de dinero por cánones de arrendamiento adeudados entre 

las partes de epígrafe (SS2019CV00187), también relacionado al inmueble eje de 

la controversia del caso de autos. 
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 El 7 de octubre de 2019, los apelados incoaron una 

Contestación a Reconvención y Contrademanda.  En síntesis, 

negaron las alegaciones de la apelante y sostuvieron que las 

contribuciones territoriales serían deducidas del precio de venta del 

inmueble, en virtud de lo establecido en la cláusula once (11) del 

Contrato de Promesa Bilateral habido entre las partes. 

 Así pues, el 16 de diciembre de 2019, el foro apelado celebró 

una Conferencia Inicial.  Subsecuentemente, el 27 de diciembre de 

2019, los apelados interpusieron una Moción Informativa en Cuanto 

a Expresión del Distinguido Compañero Francisco I, Pérez Soto en 

Representación de la Sra. Noemí Maldonado.  Explicaron que lo 

aseverado por el representante legal de la apelante durante la 

Conferencia Inicial, en cuanto a que la cláusula once (11) del 

Contrato de Promesa Bilateral fue añadida posteriormente, no era 

cierto.  Los apelados anejaron una copia del aludido contrato e 

indicaron que, después de la firma de las partes, no consta cláusula 

alguna.  Igualmente, anejaron una copia de la Sentencia dictada el 

18 de noviembre de 2013 y notificada el 20 de noviembre de 2013, 

por el TPI en un pleito de desahucio (A2CI201300370) interpuesto 

por los apelados en contra de la apelada, en la cual acogió las 

estipulaciones en torno a la compraventa del inmueble. 

 Luego de algunos incidentes procesales, el 3 de enero de 2020, 

los apelados instaron una Moción Solicitando se Impongan Severas 

Sanciones y/o (sic) se Desestime la Contestación a la Demanda, se le 

Anote la Rebeldía a la Parte Demandante y se Señale la Vista del 

Caso en Rebeldía.  En síntesis, reiteraron que la apelante no había 

contestado adecuadamente algunas de las preguntas contenidas en 

el Primer Pliego de Interrogatorio que le cursaron.  El 21 de enero de 

2020, notificada ese mismo día, el foro apelado dictó una Orden en 

la que le advirtió a la apelante que debía contestar el interrogatorio, 

so pena de la imposición de sanciones. 
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 Subsiguientemente, el 12 de febrero de 2020, los apelados 

incoaron una Moción Solicitando (sic) se Desestime la Contestación a 

la Demanda por la Parte Demandada Noemí Maldonado y/o (sic) se 

le Impongan Severas Sanciones.  En esencia, manifestaron que la 

apelante insistió en aseverar falsamente, en la contestación al 

interrogatorio que le cursaron, que la cláusula once (11) del Contrato 

de Promesa Bilateral fue añadida posteriormente y no era parte del 

acuerdo entre las partes.  En respuesta, el 26 de febrero de 2020, la 

apelante incoó una Réplica a Moción de Desestimación en la cual 

afirmó que el planteamiento de los apelantes era una controversia 

de hechos que debía dilucidarse en el juicio en su fondo y no era un 

fundamento para desestimar su Contestación. 

 El 14 de abril de 2020, notificada el 16 de abril de 2020, el 

foro de instancia dictó una Resolución en la que declaró No Ha Lugar 

la solicitud de desestimación instada por  los apelados.  Expresó que 

la “médula del caso es la cláusula once del Contrato de Promesa 

Bilateral de Compraventa en que el demandado alega fue unida 

luego de la firma de la demanda, la cual niega la parte 

demandante.”2 

 Con posterioridad, el 5 de junio de 2020, los apelados 

interpusieron una Moción Solicitando Sentencia Sumaria.  En 

esencia, alegaron que no existían controversias de hechos que le 

impidiesen al foro primario adjudicar la controversia por la vía 

sumaria.  Ello así, solicitaron el pago de los cánones de renta 

dejados de percibir, más las costas, gastos y honorarios de abogado. 

 El 18 de junio de 2020, los apelantes incoaron una Moción 

Informativa en Cuanto a la Radicación Errónea de “Moción Solicitando 

(sic) Sentencia Sumaria” Ofrecimiento de Excusas y Pedido para que 

Se Dicte Sentencia Sumaria Parcial.  Explicaron que la solicitud de 

 
2 Véase, Resolución, Anejo 8 del Apéndice del recurso de apelación, pág. 27. 
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sentencia sumaria debió presentarse en el pleito sobre desahucio y 

cobro de dinero (SS2019CV00187).  No obstante, solicitaron que el 

foro primario aceptara la aludida Moción como una solicitud de 

sentencia sumaria parcial en el pleito de epígrafe. 

 A su vez, el 24 de junio de 2020, la apelante interpuso una 

Réplica a Sentencia Sumaria.  En síntesis, sostuvo que el pleito de 

autos no podía resolverse por la vía sumaria, toda vez que existían 

controversias de hecho en cuanto a quién incumplió el contrato de 

promesa de compraventa y si existía un contrato de arrendamiento 

vigente entre las partes. 

 El 30 de junio de 2020, el foro a quo celebró una vista sobre 

el estado de los procedimientos.  En lo atinente a la controversia que 

nos ocupa y de acuerdo con la Minuta que recoge las incidencias de 

la vista, el foro primario dispuso como sigue a continuación: 

[…]  
Señaló el Tribunal que la normativa en este caso 

es que no va a adjudicar cánones de arrendamiento ya 
que eso está sometido en el Tribunal de San Sebastián.  

Expuso que la controversia en este caso es si hay o 
no un precontrato que permita a la parte comprar y 
la otra parte se obligó a vender.  Eso es lo que el 

Tribunal tiene que determinar.  Reiteró que no va a 
entrar a determinar cánones de arrendamiento.  Aclaró 

nuevamente el Tribunal que en este caso lo que se 
va a determinar es si existió la figura del precontrato 
o la opción de compraventa y si la parte demandada 

o demandante ha incumplido.  De no haber contrato 
de opción de compra, el Tribunal tendría que evaluar 
la figura del precontrato en términos de la promesa 

de compraventa bilateral.  El licenciado Radinson 
planteó que el contrato bilateral colapsó.  Los letrados 

se expresan en cuanto a los $25,000 que fueron 
entregados.  El Tribunal sugirió a los abogados dialogar 
con sus clientes en cuanto a la posibilidad de llegar a 

un acuerdo para finiquitar el caso en que la parte 
demandada le entregue $125,000 y se suscriba la 

escritura de compraventa.  Ello no termina el caso de 
cobro de dinero en el Tribunal de San Sebastián, en 
cuyo caso se enmendaría la demanda para dejar sin 

efecto el aspecto de desahucio y seguir con el cobro de 
dinero.  El licenciado Radinson dialogará con su cliente. 

 

El Tribunal ordena a las partes considerar 
transigir el presente caso con una otorgación de 

escritura de compraventa por $125,000.  Se concede 20 
días para radicar moción expresando si aceptan 
transigir el caso bajo esas condiciones.  En cuanto a la 
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expresión del licenciado Radinson con relación al 
término que tendría la compradora, señaló el Tribunal 

que los letrados recomiendan el término o el Tribunal 
fija el plazo.  La representada del licenciado Pérez 

deberá tener conocimiento que, aunque se resuelva este 
caso respecto a la compraventa el asunto de los cánones 
de arrendamiento continúa en el Tribunal de San 

Sebastián.  Hizo constar el licenciado Pérez que su 
representada está de acuerdo con lo expresado por el 
Tribunal.  Como parte de la transacción, los letrados 

incluirán qué va a hacer cada parte para que la señora 
pueda obtener el préstamo hipotecario.   

 
De las partes llegar a un acuerdo radican la 

estipulación y el proyecto de sentencia.  Deberán fijar 

un plazo para que la señora pueda realizar el préstamo.   
 

El Tribunal no va a adjudicar el asunto de 
sentencia sumaria hasta que en los próximos 20 días 
informen si están de acuerdo en finiquitar el caso con 

una escritura de compraventa por $125,000 con cheque 
de gerente. 

 

En cuanto a la expresión del licenciado Pérez 
sobre una deuda con el CRIM, el Tribunal les sugirió 

que lo dialoguen y lo incluyan en la documentación.  
(Énfasis suplido). 

 

 Subsiguientemente, el 24 de agosto de 2020, notificada el 25 

de agosto de 2020, el TPI dictó una Orden en la cual le concedió a la 

apelante un término de seis (6) meses para finiquitar la compraventa 

o entregar la propiedad.  Asimismo, dispuso que debía presentarle 

copia del escrito mediante moción. 

 El 31 de agosto de 2020, los apelados instaron una Moción 

Solicitando (sic) Se Ordene a la Parte Demandada Noemí Maldonado 

Maldonado que Envíe a la Parte Demandante, Ernesto Acosta Matos 

y Carmen Rodríguez Negrón, Proyecto de Contrato de Promesa 

Bilateral de Compraventa, Dentro de 10 Días.  En respuesta, el 14 de 

septiembre de 2020, la apelante presentó una Moción para Someter 

Contratos de Promesa de Compraventa acompañada de un contrato 

de promesa bilateral de compraventa y un contrato de opción de 

compra de una institución bancaria. 

 El 16 de septiembre de 2020, el TPI dictó y notificó una Orden 

en la que dispuso como sigue a continuación: “Enterado se somete 

contrato de compraventa bilateral.”  Posteriormente, el 21 de 



 
 

 
KLAN202100810 

    

 

7 

septiembre de 2020, los apelados interpusieron una Moción 

Solicitando se Orden a la Parte Demandada Noemí Maldonado 

Maldonado, a Respetar las Órdenes del Tribunal.  

Fundamentalmente, aseveraron que en el proyecto de Contrato de 

Promesa de Compraventa que sometió la apelante, se hicieron unos 

cambios en torno al precio de compraventa acordado ante el TPI de 

$125,000.00.  Explicaron que el aludido Contrato expresa que el 

precio de la compraventa es de $150,000.00, y que se adelantaron 

$25,000.00 como opción para separar la propiedad.  En vista de ello, 

incluyeron un proyecto de Contrato de Promesa Bilateral de 

Compraventa con la suma acordada ante el TPI, $125,000.00. 

 Así pues, el 25 de septiembre de 2020, notificada el 29 de 

septiembre de 2020, el TPI dictó una Orden en la cual enfatizó que 

el precio de compraventa era $125,000.00.  Asimismo, le ordenó a 

la apelante observar y cumplir las órdenes del Tribunal, so pena de 

la imposición de severas sanciones económicas.  El foro a quo 

también le ordenó al representante legal de la apelante a orientar a 

su cliente, como lo exigen los Cánones de Ética Profesional. 

 Inconforme con el curso decisorio, el 30 de septiembre de 

2020, la apelante interpuso una Moción de Reconsideración.  

Argumentó que el precio de venta del inmueble originalmente 

acordado por las partes era $150,000.00, y que pagó $25,000.00 de 

pronto.  Explicó que la institución financiera no hipoteca la totalidad 

del precio de venta, razón por la cual, si el precio de venta es de 

$125,000.00 únicamente financiaría $100,000.00.  Añadió que la 

alegación de los demandantes en cuanto a que los $25,000.00 que 

les entregó “los perdió” era un asunto que debía dilucidarse por el 

TPI, más aún cuando alegó que la dilación de la venta se debió a las 

“continuas objeciones” de los apelados.   

 El 5 de octubre de 2020, el foro primario dictó y notificó una 

Resolución en la que declaró Ha Lugar la solicitud de 
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reconsideración de la apelante.  Ello así, ordenó que el contrato 

debía suscribirse con un precio de venta de $150,000.00.  El 8 de 

octubre de 2020, los apelados instaron una Moción en Torno a 

Resolución del 5 de octubre de 2020, Notificada en Igual Fecha, que 

Declara Con Lugar la “Moción de Reconsideración” Radicada por la 

Parte Demandada Estableciendo Ahora la Suma de $150,000.00 

Como Precio de Venta de la Propiedad Objeto del Litigio.  De entrada, 

afirmaron que no tenían problema con estipular que el precio de 

compraventa del inmueble objeto del pleito era $150,000.00.  No 

obstante, alegaron que los $25,000.00 entregados por la apelante, 

en virtud del anterior Contrato de Promesa Bilateral de Compraventa 

suscrito por las partes el 26 de junio de 2017, son una 

indemnización.  Lo anterior, de conformidad con lo determinado por 

el TPI en el caso sobre desahucio (A2CI201800548) en una Sentencia 

dictada el 15 de marzo de 2019 y notificada el 19 de marzo de 2019. 

 Así las cosas, el 22 de octubre de 2020, notificada el 23 de 

octubre de 2020, el TPI dictó una Resolución en la cual estableció 

como sigue a continuación:  

El Tribunal Superior de San Sebastián dispuso sobre 

dicha Sentencia.  Este tribunal no tiene autoridad para 
revisar solo recuerdo a las partes la sentencia son (sic) 
para cumplirse. 

En el presente caso el tribunal procura las partes 
finiquiten la controversia sobre los 125,000.00 dólares. 

No obstante, tenemos la impresión a las partes o sea los 
representados les falta voluntad para terminar en el 
mejor escenario el presente caso. 

Por tanto, de no proceder tal acordado en 
videoconferencia y orden del tribunal nos veremos en la 
obligación de continuar los procesos hasta el juicio 

e imponer sanciones económicas por los atrasos 
provocados.  (Énfasis suplido). 

 

 Por su parte, el 26 de octubre de 2020, los apelados 

presentaron una Moción Urgente en Cumplimiento de Resolución, 

Exponiendo la Posición de la Parte Demandante.  Los apelados 

enfatizaron su compromiso de vender la propiedad inmueble en 

$150,000.00 y reconocer la entrega de $25,000.00 a los efectos de 
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demostrar “buena fe” y la “disposición de cumplir” con los términos 

del Tribunal. 

 Asimismo, el 12 de noviembre de 2020, los apelados incoaron 

una Moción Informando Envío de Contrato de Compraventa y “Sales 

Contract” y Contrato de Promesa Bilateral de Compraventa 

Debidamente Juramentado.  En primer lugar, informaron que le 

enviaron a la apelante los documentos originales del Contrato de 

Compraventa y Sales Contract, y del Contrato de Promesa Bilateral 

de Compraventa juramentado.3  Además, aseveraron que la apelante 

tenía los documentos requeridos para poder continuar con sus 

gestiones bancarias. 

 El 26 de marzo de 2021, los apelados presentaron una Moción 

Solicitando (sic) se ordene a la parte demandada, Noemí Maldonado 

Maldonado, que Informe en qué Etapa se Encuentra la Compra del 

Inmueble perteneciente a la Parte Demandante, Ernesto Acosta Matos 

y Carmen Rodríguez Negrón.  Los apelados informaron que el 

término de seis (6) meses concedido a la apelante para que 

finiquitara la compraventa del inmueble había transcurrido sin que 

esta informara la etapa en la cual se encontraba dicho trámite.  Ello 

así, solicitaron que el foro primario dictara una orden dirigida a la 

apelante para que informara el estatus de las gestiones de la 

compraventa.   

Subsecuentemente, el 20 de abril de 2021, el TPI dictó y 

notificó una Orden en la cual le concedió un término de veinte (20) 

días a la apelante para que informara la etapa en la que se encuentra 

las gestiones de compra de la propiedad.  El 22 de abril de 2021, la 

apelante presentó una Moción Informativa.  Comunicó que estaba a 

 
3 El 9 de noviembre de 2020, los apelados suscribieron y juramentaron un 

Contrato de Promesa Bilateral de Compraventa.  Véase, Contrato de Promesa 
Bilateral de Compraventa, Anejo II del Apéndice del Breve Escrito en Oposición a 
Escrito de Apelación Radicado por Maldonado Maldonado, Noemí, al Amparo de la 
Regla 22 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, Dentro del Término 
Concedido por Esta Intermedia Superioridad, págs. 6-10. 
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la espera del tasador del Banco Popular para tasar la propiedad 

inmueble y que la dilación se debió a los efectos de la pandemia en 

la banca. 

A su vez, el 18 de agosto de 2021, los apelados interpusieron 

una Moción Solicitando el Lanzamiento de la Parte Demandada, 

Noemí Maldonado Maldonado, de la Propiedad de los Demandantes, 

Ernesto Acosta Matos y Carmen Rodriguez Negrón.  Esencialmente, 

alegaron que la apelante incumplió nuevamente las órdenes del foro 

primario en cuanto a culminar las gestiones de financiamiento 

dirigidas a la compraventa del bien inmueble en el cual reside sin 

pagar renta.  Esgrimieron que la apelante no ha presentado 

documento alguno que acredite las gestiones que realizó con alguna 

institución bancaria.  En vista de lo anterior, los apelantes 

solicitaron que el TPI le ordenara a la apelante abandonar el 

inmueble en un término de diez (10) días o, en su defecto, ordenara 

el lanzamiento. 

Por otra parte, el 20 de agosto de 2021, la apelante instó una 

Réplica a Moción Solicitando Lanzamiento.  De entrada, aseveró que 

no había fundamento para ordenar un desahucio.  Lo anterior, por 

entender que la existencia de un contrato de promesa bilateral de 

compraventa cuyo incumplimiento dirimía el foro primario.  Añadió 

que en dos (2) ocasiones le cursó a los apelados el documento de 

contrato del banco para el financiamiento y los apelados se negaron 

a firmarlo.  Sostuvo que pagó $25,000.00 de pronto y que los 

apelados le ofrecieron inicialmente financiar la diferencia del precio 

de compraventa, lo cual no cumplieron.  Reiteró que hacía gestiones 

con Popular Mortgage para adquirir el financiamiento que necesita 

para adquirir la propiedad, pero la pandemia atrasó todo el proceso.  

Por último, cuestionó el motivo por el cual los apelados no 

cumplieron con su promesa de financiamiento con una constitución 

de hipoteca a su favor. 
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 Así las cosas, el 26 de agosto de 2021, el foro primario dictó y 

notificó una Sentencia en la cual ordenó el desalojo de la apelante 

del inmueble eje de la pugna entre las partes.  Lo anterior, en 

respuesta a la aludida Moción Solicitando el Lanzamiento de la Parte 

Demandada presentada por los apelados.  El foro primario 

determinó que en el caso no hubo una determinación en torno a la 

insolvencia económica de una parte, o en cuanto a una persona de 

edad avanzada.  Por el contrario, sostuvo que lo ocurrido fue un 

incumplimiento de contrato. 

 Insatisfecha, el 1 de septiembre de 2021, la apelante interpuso 

una Moción de Reconsideración en la que insistió en que los apelados 

se negaron a firmar los documentos bancarios que les cursó.  

Explicó que así lo informó en una Moción instada el 11 de septiembre 

de 2020, y en una Réplica a Moción Solicitando Lanzamiento incoada 

el 20 de agosto de 2021.  Por su parte, el 7 de septiembre de 2021, 

los apelados se opusieron a la solicitud de reconsideración, 

mediante una Moción en Oposición a “Moción de Reconsideración” 

Radicada por la Parte Demandada y Solicitud de que Se Evalúe la 

Conducta del Lcdo. Francisco l. Pérez Soto a la Luz de los Cánones de 

la Ética Profesional 9 y 35.  Los apelados acompañaron la aludida 

Oposición con copia de los contratos firmados por estos y la carta de 

envío de dichos documentos al representante legal de la apelante 

con fecha de 12 de noviembre de 2020.   

 As( pues, el 7 de septiembre de 2021, notificada el 8 de 

septiembre de 2021, el TPI dictó una Resolución en la que declaró 

No Ha Lugar la solicitud de reconsideración de la apelante.  Por otro 

lado, el 16 de septiembre de 2021, el foro apelado dictó y notificó 

una Resolución en la cual declaró No Ha Lugar la solicitud de evaluar 

la conducta profesional del representante legal de la apelante que 

incluyeron los apelados en su Oposición a la reconsideración. 



 
 

 
KLAN202100810 

 

12 

 No conteste con la anterior determinación, el 7 de octubre de 

2021, la apelante interpuso el recurso de apelación de epígrafe en el 

cual señaló que el TPI cometió tres (3) errores, a saber:  

Erró el Tribunal de Instancia al resolver la Demanda 

sumariamente, a pesar de que existían controversias de 
hechos sustanciales que debían dirimirse en un juicio 

plenario. 
 
Erró el Tribunal de Instancia al resolver sumariamente, 

negando a la demandada posibilidad de presentar su 
prueba y dando credibilidad unilateralmente al 
demandante, en clara violación al debido proceso de ley. 

 
Erró el Tribunal de Instancia al fundamentar su 

decisión en un plazo dictado en una Orden 
inconsistente con posteriores órdenes del propio 
tribunal. 

 

El 2 de noviembre de 2021, los apelados instaron un Breve 

Escrito en Oposición a Escrito de Apelación Radicado por Maldonado 

Maldonado Noemí, al Amparo de la Regla 22 del Reglamento del 

Tribunal de Apelaciones, Dentro del Término Concedido por Esta 

Intermedia Superioridad.  Con el beneficio de la comparecencia de 

las partes, procedemos a exponer la doctrina jurídica aplicable. 

II. 

A. 

Es norma reiterada que, mediante el mecanismo de sentencia 

sumaria, regulada por la Regla 36 de Procedimiento Civil, supra, un 

tribunal puede disponer de un caso sin celebrar vista en su fondo. 

Abrams Rivera v. E.L.A., 178 DPR 914, 932 (2010); Nieves Díaz v. 

González Massas, 178 DPR 820, 847 (2010); Ramos Pérez v. 

Univisión, 178 DPR 200, 213 (2010).  A tales efectos, la Regla 36.3(e) 

de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V R. 36.3(e), provee que para 

que proceda dictar sentencia sumaria es necesario que, de las 

alegaciones, deposiciones, contestaciones a interrogatorios y 

admisiones ofrecidas, en unión a las declaraciones juradas, si las 

hubiere, surja que no hay controversia real sustancial en cuanto a 

ningún hecho material y que, como cuestión de derecho, debe 
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dictarse sentencia sumaria a favor de la parte promovente.  Pérez 

Vargas v. Office Depot, 203 DPR 687, 699 (2019); SLG Zapata-Rivera 

v. J.F. Montalvo, 189 DPR 414, 430 (2013); Mejías et al. v. 

Carrasquillo et al., 185 DPR 288, 299 (2012); Ramos Pérez v. 

Univisión, supra, a la pág. 214; González Aristud v. Hosp. Pavía, 168 

DPR 127, 137-138 (2006). 

 El propósito de la sentencia sumaria es aligerar la tramitación 

de los casos en forma justa, rápida y económica, permitiendo que se 

dicte sentencia cuando de los documentos surge que no existe 

disputa sobre un hecho esencial y solamente resta aplicar el 

derecho, por lo que resulta innecesario celebrar un juicio en su 

fondo. Oriental Bank v. Perapi et al., 192 DPR 7, 25 (2014); Const. 

José Carro v. Mun. Dorado, 186 DPR 113, 128 (2012); Mejías et al. v. 

Carrasquillo et al., supra; Quest Diagnostics v. Mun. San Juan, 175 

DPR 994, 1003 (2009). Usada correctamente, la sentencia sumaria 

es un valioso mecanismo procesal para descongestionar los 

calendarios judiciales. SLG Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, supra; 

Const. José Carro v. Mun. Dorado, supra; Carpets & Rugs v. Tropical 

Reps, 175 DPR 615, 638 (2009). 

 En este contexto, le corresponde al tribunal analizar si existen 

o no controversias en cuanto a los hechos y resolver si en derecho 

procede emitir sentencia a favor de la parte que la solicita.  No cabe 

duda de que solamente procede dictar sentencia sumaria cuando 

surge claramente que el promovido no puede prevalecer y que el 

tribunal cuenta con la verdad de todos los hechos necesarios para 

poder resolver la controversia.  Mejías et al. v. Carrasquillo et al., 

supra, citando a Corp. Presiding Bishop CJC of LDS v. Purcell, 117 

DPR 714, 720-721 (1986).  Ante la clara ausencia de certeza sobre 

todos los hechos materiales en controversia, no procede dictar 

sentencia sumaria.  Id.  El Tribunal Supremo de Puerto Rico ha 

reiterado que un hecho material es aquel que puede afectar el 
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resultado de la reclamación de acuerdo con el derecho sustantivo 

aplicable.  Const. José Carro v. Mun. Dorado, supra, a las págs. 129- 

130, citando a Ramos Pérez v. Univisión, supra, a la pág. 213.  

 Por su parte, le corresponde a la parte promovida rebatir dicha 

moción por vía de declaraciones juradas u otra documentación que 

apoye su posición, pues si bien el no hacerlo necesariamente no 

significa que ha de emitirse el dictamen sumario automáticamente 

en su contra, tal omisión lo pone en riesgo de que ello ocurra.  Ramos 

Pérez v. Univisión, supra, a la pág. 215; Toro Avilés v. P.R. Telephone 

Co., 177 DPR 369, 383-384 (2009).  De acuerdo con la Regla 36.3(c) 

de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V R. 36.3(c), cuando se presenta 

una moción de sentencia sumaria, la parte contraria no puede 

descansar solamente en las aseveraciones o negaciones contenidas 

en sus alegaciones, sino que se encuentra obligada a contestar de 

forma tan detallada y específica como lo haya hecho la parte 

promovente, ya que si no lo hace de esta forma, se dictará la 

sentencia sumaria en su contra, si así procede.  

 Asimismo, toda inferencia que se haga de los hechos 

incontrovertidos debe hacerse de la manera más favorable a la parte 

que se opone a la misma. Mejías et al. v. Carrasquillo et al., supra, a 

la pág. 300, citando a Corp. Presiding Bishop CJC of LDS v. Purcell, 

supra, a la pág. 721.  No obstante, “cualquier duda no es suficiente 

para derrotar una moción de sentencia sumaria.  Tiene que ser una 

duda que permita concluir que existe una controversia real y 

sustancial sobre hechos relevantes y pertinentes”.  Const. José Carro 

v. Mun. Dorado, supra, a la pág. 130, citando a Ramos Pérez v. 

Univisión, supra, a la pág. 214. Véase, además, Bobé et al. v. UBS 

Financial Services Inc. of PR, 198 DPR 6, 20 (2017).   

Resulta menester precisar que “al dictar sentencia sumaria el 

tribunal deberá: (1) analizar los documentos que acompañan la 

solicitud de sentencia sumaria y los documentos incluidos con la 
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moción en oposición, así como aquellos que obren en el expediente 

del tribunal; (2) determinar si el oponente de la moción controvirtió 

algún hecho material y esencial, o si hay alegaciones de la demanda 

que no han sido controvertidas o refutadas en forma alguna por los 

documentos”.  S.L.G. Szendrey-Ramos v. Consejo Titulares, 184 DPR 

133, 167 (2011), citando a Vera v. Dr. Bravo, 161 DPR 308, 333 

(2004); López v. Miranda, 166 DPR 546, 562-563 (2005).  A tales 

efectos, el juzgador no está limitado por los hechos o documentos 

que se aduzcan en la solicitud, sino que debe considerar todos los 

documentos del expediente, sean o no parte de la solicitud de 

sentencia sumaria, de los cuales surjan admisiones hechas por las 

partes.  Const. José Carro v. Mun. Dorado, supra, citando a 

Cuadrado Lugo v. Santiago Rodríguez, 126 DPR 272, 280-281 

(1990).  

Por otro lado, en Pérez Vargas v. Office Depot, supra, a la pág. 

706, el Tribunal Supremo explicó que la Regla 42.2 de Procedimiento 

Civil, 32 LPRA Ap. XXII-B R. 42.2, releva a los tribunales de 

consignar sus determinaciones de hechos cuando el pleito en su 

totalidad es resuelto mediante un dictamen sumario.  El Tribunal 

Supremo de Puerto Rico aclaró que lo dispuesto en la Regla 36.4 de 

Procedimiento Civil, supra, en cuanto a la obligación de determinar 

los hechos esenciales y pertinentes sobre los cuales no hay 

controversia de hechos y aquellos “que están realmente y de buena 

fe controvertidos”, Pérez Vargas v. Office Depot, supra, a la pág. 697, 

únicamente es exigible cuando se deniega total o parcialmente una 

moción de sentencia sumaria.  En específico, el Tribunal Supremo 

de Puerto Rico explicó como sigue a continuación: 

[…]Conforme al texto de la regla, estas instancias son: 

(1) cuando no se dicta sentencia sumaria sobre la 
totalidad del pleito; (2) cuando no se concede todo el 

remedio solicitado, y (3) cuando se deniega la moción 
de sentencia sumaria presentada. Íd. Estas tres (3) 
instancias conllevan, por supuesto, la celebración de un 

juicio en su fondo.  Es justamente por ello que se le 
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requiere al tribunal que consigne los hechos sobre los 
cuales no hay controversia, puesto que sobre éstos será 

innecesario pasar prueba durante el juicio.  (Énfasis 
nuestro).  Id.   

 

Consonó con lo anterior, cuando el juicio es resuelto en su 

totalidad, mediante un dictamen sumario, “el único hecho 

adjudicado es justamente la inexistencia de hechos materiales en 

controversia”.  Id., a la pág. 704.  Por consiguiente, “no existe 

necesidad de consignar los hechos sobre los cuales no existe 

controversia, dado que estos son los que fueron propuestos por la 

parte promovente en su solicitud”.  Id. 

 De otra parte, en el caso de un foro apelativo, este “debe 

utilizar los mismos criterios que el Tribunal sentenciador al 

determinar si procede dictar sentencia sumaria, está limitado de dos 

maneras: sólo puede considerar los documentos que se presentaron 

ante el foro de primera instancia.  Las partes no pueden añadir en 

apelación exhibits, deposiciones o afidávits que no fueron 

presentadas oportunamente en el foro de primera instancia, ni 

pueden esbozar teorías nuevas o esgrimir asuntos nuevos por 

primera vez ante el foro apelativo.  El Tribunal Apelativo sólo puede 

determinar si existe o no alguna controversia genuina de hechos 

materiales y si el derecho se aplicó de forma correcta”.  Const. José 

Carro v. Mun. Dorado, supra, a la pág. 129.  

 Ahora bien, por estar en la misma posición que el foro 

primario al momento de revisar las solicitudes de sentencia 

sumaria, el Tribunal Supremo de Puerto Rico estableció un estándar 

específico que como foro apelativo debemos utilizar.  En torno a este 

particular, en Meléndez González v. M. Cuebas, 193 DPR 100 (2015), 

el Tribunal Supremo indicó que, de entrada, debemos revisar que 

tanto la moción de sentencia sumaria, así como su oposición, 

cumplan con los requisitos de forma codificados en la Regla 36 de 

Procedimiento Civil, supra.  Id., a las págs. 110-111. 
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Subsecuentemente, si existen hechos materiales controvertidos “el 

foro apelativo intermedio tiene que cumplir con la exigencia de la 

Regla 36.4 de Procedimiento Civil y debe exponer concretamente 

cuáles hechos materiales encontró que están en controversia y 

cuáles están incontrovertidos”. Id., a la pág. 118. (Énfasis en el 

original suprimido).  Por el contrario, si encontramos que los hechos 

materiales del caso son incontrovertidos, debemos revisar de novo 

si el TPI aplicó correctamente la norma jurídica aplicable a la 

controversia que tuvo ante sí. Id.  

 Claro está, lo anterior en nada altera la reiterada normativa 

en cuanto a que cuando se utiliza la sentencia sumaria “el sabio 

discernimiento es el principio rector para su uso porque, mal 

utilizada, puede prestarse para despojar a un litigante de su día en 

corte, principio elemental del debido proceso de ley”.  Mejías et al. v. 

Carrasquillo et al., supra, citando a MGMT. Adm. Servs. Corp. v. 

E.L.A., 152 DPR 599, 611 (2000). 

A la luz del marco doctrinal antes delineado, resolvemos la 

controversia ante nuestra consideración. 

III. 

 Por estar estrechamente relacionados entre sí, discutiremos el 

primer y segundo señalamientos de error aducidos por la apelante.  

En síntesis, la apelante alegó que incidió el foro primario al resolver 

el pleito por la vía sumaria.  A tales efectos, explicó que hay 

controversias de hechos y alegaciones en las que se debe adjudicar 

credibilidad que impiden disponer del pleito por la vía sumaria.  

Asimismo, afirmó que el TPI le privó de su derecho a un debido 

proceso de ley al no proveerle la oportunidad de presentar su prueba 

y darles credibilidad a las alegaciones de los apelados sin la 

celebración de un juicio en su fondo.  Le asiste la razón a la apelante 

en su planteamiento. 
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De acuerdo con el marco doctrinal antes expuesto, al revisar 

una solicitud de sentencia sumaria, como foro apelativo estamos en 

la misma posición que el foro primario.  De existir hechos materiales 

controvertidos debemos exponer específicamente cuáles son estos y 

aquellos que son incontrovertidos.  Por el contrario, si encontramos 

que los hechos materiales del caso son incontrovertidos, nos 

corresponde revisar de novo si el TPI aplicó correctamente la norma 

jurídica atinente a la controversia que tuvo ante sí.  Asimismo, de 

no conceder la totalidad del remedio solicitado por el promovente en 

una solicitud de sentencia sumaria, le corresponde al foro judicial 

determinar los hechos esenciales en controversia y aquellos que no 

lo están. 

 Como asunto medular, resulta indispensable indicar que el 

foro primario no adjudicó la totalidad del pleito en la escueta 

Sentencia apelada.  El pleito de autos versa sobre un 

incumplimiento de contrato.  Sin embargo, el foro primario no 

analizó si el contrato suscrito por las partes el 27 de junio de 2017, 

fue incumplido, y quién o quiénes lo incumplieron.  Asimismo, no 

pasa por inadvertido que en la Demanda de autos los apelados no 

solicitaron el lanzamiento de la apelante. En vez, los apelados 

reclamaron daños ascendentes a $200,000.00, asunto que tampoco 

fue atendido.  A pesar de lo anterior y de que el pleito de autos no 

es un pleito sobre desahucio sumario, el foro apelado ordenó el 

lanzamiento sumario de la apelante.  De otra parte, resulta 

imprescindible destacar que el TPI no advirtió a la apelante la 

consecuencia severa del lanzamiento ante el presunto 

incumplimiento reiterado.  En su lugar, le advirtió de la imposición 

de severas sanciones económicas, lo cual no se materializó.  De 

conformidad con la doctrina jurídica antes expuesta y debido a que 

no se adjudicó la totalidad del pleito, el foro apelado debió al menos 

formular determinaciones de hechos y conclusiones de derecho. 
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Por otro lado, hemos revisado detenidamente los documentos 

anejados por las partes en su respectivos escritos, así como los 

autos originales disponibles en el Sistema Unificado de Manejo y 

Administración de Casos (SUMAC).   Luego de ello, es innegable 

concluir que existen controversias de hechos y alegaciones 

encontradas en torno al alegado incumplimiento de contrato en las 

que, a todas luces, se debe adjudicar la credibilidad de las partes en 

un juicio en su fondo.  Por un lado, los apelados cuestionan la 

veracidad o materialidad de los trámites realizados por la apelante 

ante las instituciones bancarias.  Por otro lado, no pasa por 

inadvertida la alegación de la apelante en la Réplica a Moción 

Solicitando (sic) Lanzamiento en cuanto a que los apelados aceptaron 

el pronto de $25,000.00 y le ofrecieron financiamiento para la suma 

restante, lo cual no sucedió.  Alegaciones como estas mandatan 

adjudicar la credibilidad de las partes y, por lo tanto, impiden 

resolver la controversia por la vía sumaria.  No obstante, al concluir 

el pleito con una Sentencia que exclusivamente ordena el 

lanzamiento de la apelante, resulta forzoso colegir que el TPI les 

adjudicó credibilidad a las alegaciones de los apelantes.   

Resulta menester indicar que el propio foro primario indicó en 

una Resolución dictada el 14 de abril de 2020 y notificada el 16 de 

abril de 2020, que existía una controversia en torno al pago de las 

contribuciones territoriales, en virtud de la cláusula once (11) del 

Contrato de Promesa Bilateral de 26 de junio de 2017.  A su vez, 

según consta en la Minuta correspondiente a la vista celebrada el 30 

de junio de 2020, el foro a quo estableció que la controversia a 

resolver era determinar la existencia de un precontrato que 

permitiera a las partes comprar y vender respectivamente.  Aun 

después de proponerse un nuevo contrato bilateral de compraventa, 

las partes se contradijeron en cuanto al precio de venta del inmueble 

y la naturaleza de los $25,000.00, que originalmente la apelante les 
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entregó a los apelados como pronto pago.  Los apelados afirmaron 

en varias ocasiones que, de no concretarse la venta del inmueble, 

esos $25,000.00 no serían devueltos y constituyen una penalidad y 

parte de la indemnización que reclaman.  Asimismo, en la Resolución 

dictada el 22 de octubre de 2020 y notificada el 23 de octubre de 

2020, el foro primario dictaminó que, si las partes no lograban 

culminar la compraventa del inmueble, lo procedente era continuar 

los procedimientos hasta el juicio e imponer sanciones por los 

atrasos ocasionados.   

En virtud de lo anterior, concluimos que los señalamientos de 

error primero y segundo fueron cometidos.  Por ende, colegimos que 

incidió el TPI al dictar la Sentencia en la que ordenó sumariamente 

el lanzamiento de la apelante y, en consecuencia, procede revocar la 

Sentencia apelada.  En vista de la conclusión alcanzada no es 

necesario discutir el tercer señalamiento de error aducido por la 

apelante.  Consecuentemente, revocamos la Sentencia apelada y 

devolvemos el caso al foro primario para la continuación de los 

procedimientos, de conformidad con lo aquí dispuesto.  Por último, 

advertimos que con nuestra conclusión no prejuzgamos los méritos 

de las controversias y, mucho menos, llegamos a conclusión alguna 

en cuanto a los méritos de las contenciones de las partes litigantes. 

IV. 

 En mérito de los fundamentos antes expresados, se revoca la 

Sentencia apelada.  Cónsono con lo anterior, se devuelve el caso al 

foro primario para la continuación de los procedimientos. 

 Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 
 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
 


